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I. La iniciativa y sus vacíos

L a iniciativa presidencial propone modificar diversos 
artículos constitucionales, cuyo impacto central se 
encuentra en la reestructuración de las 200 dipu-

taciones de representación proporcional, la eliminación 
de las 32 senadurías de lista nacional, así como la incor-
poración de diversas disposiciones sobre el ejercicio de 
derechos político-electorales de la ciudadanía mexicana 
residente en el extranjero. 

Para iniciar es necesario ubicar que, en la actualidad, 
a nivel federal se cuenta con representación política de 
la ciudadanía mexicana en el exterior; sin embargo, no 
tiene base constitucional ni legal explícita. La represen-
tación actual ha funcionado por la vía de acciones afir-
mativas emitidas por el Instituto Nacional Electoral (INE) 
y de resoluciones del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación (TEPJF). Para la elección de 2021 resul-
taron electas 11 diputaciones migrantes. No obstante, 
con las medidas establecidas para la elección de 2024 las 
acciones afirmativas se debilitaron y en la LXVI Legisla-
tura hay seis personas legisladoras, mientras que en el 
Senado se impulsó una acción afirmativa que permitió 
la llegada de la primera senadora migrante. El resultado 
es un sistema de representación de la ciudadanía mexi-
cana en el extranjero que existe, pero es frágil, porque 
depende de instrumentos provisionales y no de normas 
permanentes. Desde esa fragilidad debe evaluarse lo que 
la iniciativa propone.

La reforma divide las 200 diputaciones de representación 
proporcional en dos vías. Cien corresponderían a quie-
nes no ganaron su distrito, pero obtuvieron los mejores 
porcentajes de votación de su partido. Las otras cien se 
elegirían por votación directa en cinco circunscripciones 
regionales. En esta segunda vía, el artículo 53 señala que 

“se integrarán las diputaciones electas por las ciudada-
nas y ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero” 
(Presidencia de la República, 2026, p. 29).

En primera instancia parece establecerse la representa-
ción para la ciudadanía mexicana residente en el extran-
jero a nivel constitucional, el problema está en lo que la 
redacción no dice. No precisa cuántas diputaciones y la 
expresión “en donde se integrarán” admite al menos dos 
lecturas: puede significar que existen escaños reservados 
para migrantes, aunque no precisa el número, o bien 
que los migrantes participarán en la votación general de 
las listas regionales sin garantizar escaños. La diferencia 
entre ambas lecturas no es menor.

Por otro lado, la propuesta de reforma al artículo 54 tam-
poco resuelve la indefinición. Establece que las diputa-
ciones migrantes “se asignarán al partido político que 
corresponda, en cada circunscripción, iniciando por aquella 
en la que el partido haya obtenido un mayor porcentaje de 
votación”. Nuevamente, esta formulación no define si se 
trata de escaños reservados o de candidaturas que obliga-
toriamente presentarían los partidos que competirían en 
el diseño de listas abiertas. Tampoco precisa si la votación 
de la ciudadanía en el exterior se contabiliza por separado 
o se integra a la votación de cada circunscripción.

Un acierto de la iniciativa es la reforma al artículo 55, 
fracción III, que incorpora el requisito de más de tres 
años de residencia fuera del territorio nacional para ser 
candidato/a migrante a la Cámara de Diputados. Esta 
condición busca garantizar un vínculo real con la comu-
nidad en el exterior y atiende directamente los proble-
mas de suplantación de candidaturas que se presentaron 
en las elecciones de 2021 y 2024, donde personas sin 
arraigo con la diáspora ocuparon los espacios creados por 
las acciones afirmativas.
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La experiencia de la elección de 2021 ilustra por qué la 
precisión normativa importa. Cuando las acciones afir-
mativas abrieron espacios de representación migrante, 
el 57% de las impugnaciones a candidaturas migrantes 
resultaron procedentes por problemas de suplantación 
(Tacher, 2022). Este fenómeno se agravó en 2024 por la 
decisión del TEPJF de flexibilizar la revisión de los requi-
sitos que los partidos debían acreditar, lo que facilitó que 
personas sin vínculo real con la comunidad en el exterior 
ocuparan los escaños (Tacher, 2024).

La propia iniciativa contiene un elemento que podría con-
tribuir a resolver este problema, aunque no lo vincula con 
la representación migrante. El artículo transitorio tercero 
establece que el padrón electoral y la lista nominal de 
electores residentes fuera del territorio nacional tendrán 
carácter permanente. Si el INE mantiene un registro 
continuo y actualizado de la ciudadanía inscrita desde 
sedes consulares dispondrá de datos históricos verifica-
bles sobre el tiempo de residencia en el extranjero. Esa 
información es precisamente lo que permitiría comprobar 
de manera objetiva si una persona candidata cumple con 
el requisito de tres años de vivir fuera del país. El padrón 
permanente y los requisitos de acreditación se necesitan 
mutuamente, pero la iniciativa los presenta como ele-
mentos inconexos.

En cuanto al impacto que la propuesta tiene en la 
representación en el Senado, que hoy cuenta con una 
representante de la ciudadanía mexicana residente en 
el extranjero, la eliminación de las 32 senadurías de 
representación proporcional no crea algún mecanismo 
alternativo para la postulación de migrantes. La reforma 
cierra toda posibilidad de representación migrante en esa 
Cámara. Las senadurías de lista nacional son hasta ahora 
el único vehículo para que las acciones afirmativas inclu-
yeran candidaturas migrantes al Senado. Su eliminación 
sin sustituto constituye una regresión que contradice el 
principio de progresividad y no regresividad. Resulta con-
tradictorio que una iniciativa que reconoce la participa-
ción política migrante en la Cámara de Diputados ignore 
por completo su representación en el Senado, donde se 
discuten y aprueban tratados internacionales y se revisa 
la política exterior que afectan directamente a la comuni-
dad mexicana en el extranjero.

Un aspecto adicional merece atención. La iniciativa 
prohíbe que partidos y candidatos reciban recursos “de 

personas que residan fuera del territorio nacional”. La 
intención de prevenir financiamiento extranjero es legí-
tima, pero el efecto impacta en la militancia partidista en 
el exterior que sigue imposibilitada de contribuir a la vida 
interna de sus partidos. Esto profundiza la desigualdad 
estructural de la ciudadanía residente en el extranjero y 
hace más urgente la asignación de financiamiento público 
específico para sostener su participación.

La iniciativa acierta en algunos puntos. Establece que el 
padrón electoral de residentes en el extranjero tendrá 
carácter permanente, resolviendo un problema histórico 
de registro intermitente. Asimismo, la adición del inciso 
q) al artículo 116, fracción IV, abre la posibilidad de can-
didaturas migrantes en legislaturas locales de las cuales 
ya hay experiencias exitosas. En Zacatecas, la primera 
entidad en reconocer escaños reservados para migrantes 
en 2003, se asignan dentro de la lista de representación 
proporcional a los dos partidos con mayor votación. En 
la Ciudad de México se incorporó en la Constitución local 
mediante una reforma de 2017 con votación directa. 

II. Propuesta de mejora a la iniciativa

Para corregir las omisiones señaladas, en particular la 
indefinición numérica de la representación se debería 
establecer con puntualidad escaños reservados y seña-
lar el número correspondiente a la ciudadanía mexicana 
residente en el extranjero, así como garantizar la pari-
dad y el mecanismo de votación directa. En un escenario 
ideal las candidaturas y escaños que corresponderían a 
diputaciones migrantes deberían ser dos por circunscrip-
ción, de conformidad con el cálculo de esta población que 
asciende a al menos 13 millones (Conapo, 2020).

De esa forma, los partidos registrarían dos fórmulas 
migrantes por circunscripción, una de hombre y otra de 
mujer. La ciudadanía mexicana residente en el extranjero 
votaría de acuerdo con su circunscripción de origen. El 
partido con mayor votación migrante obtendría el escaño 
de mayoría y el segundo partido obtendría el escaño de 
primera minoría. La paridad quedaría garantizada por-
que el escaño de mayoría obligaría a que el de primera 
minoría se otorgue a una persona del género opuesto. El 
resultado serían cinco mujeres y cinco hombres migran-
tes en la Cámara de Diputados, con al menos dos parti-
dos representados en cada circunscripción.
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Esta fórmula elimina la ambigüedad, precisa el número 
de diputaciones en el texto constitucional, garantiza pari-
dad y asegura pluralidad. Al utilizar el criterio de mayoría 
y primera minoría en lugar de la proporcionalidad, se ase-
gura que la representación migrante no quede concen-
trada en un solo partido. El diseño permite que al menos 
dos fuerzas políticas distintas representen a la diáspora 
en cada circunscripción, lo cual refleja mejor la diversi-
dad política de la comunidad en el exterior. Respecto al 
Senado, la iniciativa debería contemplar un mecanismo 
de representación migrante que compense la eliminación 
de la lista nacional agregando tres escaños electos de la 
misma forma que en las entidades, pero por parte de la 
ciudadanía mexicana residente en el extranjero.

III. Reforma a la legislación secundaria

Con independencia de una reforma a nivel constitu-
cional, existe una vía para fortalecer la representación 
migrante mediante modificaciones a la legislación secun-
daria. Este escenario opera sobre la base constitucional 
vigente. Considerando la fórmula de asignación propor-
cional actual, se requiere modificar las reglas de regis-
tro de candidaturas en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales (LGIPE) y la Ley General de 
Partidos Políticos. Esta modificación daría base legal a 
las acciones afirmativas que hasta ahora han dependido 
de la vía administrativa, jurisdiccional y, sobre todo, se 
encuentran sujetas a la voluntad política.

En la Cámara de Diputados se puede reformar el artículo 
232 de la LGIPE para obligar a los partidos a registrar 
al menos una fórmula de candidatura migrante den-
tro de los primeros 10 lugares de cada lista regional de 
representación proporcional. La posición dentro de los 
primeros 10 lugares es lo que determina las posibilida-
des reales de traducirse en representación. La asignación 
sigue la fórmula de proporcionalidad vigente sin crear 
ningún subsistema especial. En el Senado se debe incor-
porar la misma obligación en la lista nacional para regis-
trar al menos una fórmula migrante en los primeros 10 
lugares, con asignación conforme a la fórmula del artículo 
21 de la LGIPE.

En cuanto a los requisitos para acreditar la calidad de 
residente en el extranjero, éstos se deben incorporar al 
artículo 238 de la LGIPE para establecer que la persona 
candidata deberá demostrar al menos tres años de resi-
dencia fuera del territorio nacional mediante mecanismos 
de verificación claramente estipulados, como puede ser 
la credencial para votar emitida en sede consular, siem-
pre que el primer registro ante el sistema del INE en 
sede consular date de al menos tres años previos al inicio 
del proceso electoral, con independencia de renovaciones 
posteriores. En este caso, la precisión sobre la credencial 
emitida en sede consular es importante. Lo que acredita 
la residencia no es la fecha de emisión del documento, 
sino el registro histórico en el sistema del INE. Por ejem-
plo, si una persona solicitó por primera vez su credencial 
en sede consular hace cinco años y la renovó reciente-
mente, el dato de verificación es el del primer registro 
que obra en el sistema del Instituto.

El artículo 239 de la LGIPE debe contemplar un proce-
dimiento de verificación de la calidad de residente en el 
extranjero dentro del proceso ordinario de revisión de 
requisitos. Si una candidatura no acredita los documen-
tos, el partido tendría que subsanar o sustituir la candi-
datura. La ausencia de mecanismos claros de verificación 
ha sido uno de los factores que en procesos anteriores 
permitieron la suplantación de candidaturas por personas 
sin vínculo real con la comunidad migrante.

La reforma debe extenderse a la Ley General de Parti-
dos Políticos en dos vertientes. Primera, garantizar los 
derechos de la militancia partidista en el exterior, obli-
gando a los partidos a incluir en sus documentos bási-
cos mecanismos de participación para quienes residen 
fuera del territorio nacional. Segunda, destinar al menos 
el dos por ciento del financiamiento público ordinario al 
fortalecimiento de la participación política de la militan-
cia en el extranjero. Este porcentaje sigue la lógica del 
porcentaje destinado al liderazgo político de las mujeres, 
toda vez que la justificación es equivalente. La ciudada-
nía migrante enfrenta barreras estructurales para partici-
par derivadas de la distancia; si la reforma constitucional 
además les prohíbe aportar recursos a sus partidos, el 
financiamiento público se convierte en la única vía para 
sostener su participación organizada.
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IV. Fortalecimiento de acciones afirmativas

Finalmente, en un escenario en el que tampoco se rea-
lice una reforma legislativa, el INE cuenta con faculta-
des para establecer acciones afirmativas orientadas a la 
representación de grupos históricamente subrepresen-
tados. Sin embargo, los lineamientos emitidos para la 
elección de 2024 debilitaron los espacios de representa-
ción migrante respecto a lo que el propio Instituto había 
logrado para 2021. Esa regresión debe corregirse. Las 
acciones afirmativas deben incluir al menos tres elemen-
tos. La obligación de registrar candidaturas migrantes 
dentro de los primeros 10 lugares de las listas, tanto 
para diputaciones como para senadurías. Los requisitos 
documentales para acreditar la calidad migrante con la 
misma especificidad que la señalada anteriormente, a 
fin de evitar la suplantación de candidaturas. Se deben 
incorporar mecanismos efectivos de verificación y san-
ción que permitan a la autoridad electoral rechazar can-
didaturas que no cumplan con los requisitos y exigir a los 
partidos la sustitución.

La representación política de la ciudadanía mexicana 
residente en el extranjero no depende de un solo ins-
trumento normativo. La reforma constitucional es una 
vía, la legislación secundaria es otra, las acciones afir-
mativas son una tercera. Lo que comparten las tres es 
una misma condición para ser eficaces, a saber, que las 
candidaturas migrantes se ubiquen en posiciones reales 
de las listas, con los requisitos documentales precisos, 
verificación efectiva y recursos partidistas para el fortale-
cimiento esta participación. 

La experiencia ha demostrado que la representación de 
la ciudadanía en el extranjero avanza cuando las reglas 
son claras y retrocede cuando se deja a la discrecionali-
dad. Millones de ciudadanos que viven fuera del territorio 
nacional siguen siendo parte activa del país. Sus aportes 
sostienen economías regionales, sus organizaciones han 
construido redes de participación cívica y sus vínculos 
con las comunidades de origen permanecen vigentes. La 
democracia mexicana tiene una deuda que requiere nor-
mas precisas y mecanismos verificables.




